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AUDIENCIA PÚBLICA

SALUDO. BUEN DÍA

Hoy, 18 de octubre de dos mil diecisiete, siendo las once de la mañana, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, se declara en audiencia pública con el propósito de resolver el recurso de apelación interpuesto por la Sociedad Administradora de Fondos de Pensiones y Cesantías “Porvenir”.- en contra de la auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 27 de julio de 2017, dentro del proceso que le promueven la señora MARÍA DEL CARMÉN MURILLO CARDONA y el señor JORGE ALBEIRO MONTOYA DÍAZ como interviniente ad excludendum, cuya radicación corresponde al Nº 66001-31-05-002-2016-00279-01.

Al acto comparecen las personas que a continuación se identifican:

Demandante y su apoderado:

Demandado y su apoderado:

ANTECEDENTES

Pretenden los señores María del Carmen Murillo Cardona y José Albeiro Montoya Díaz, éste último interviniente ad excludendum, que Porvenir S.A. les reconozca y page la pensión de sobrevivientes causada por la muerte de su hijo Julián David Montoya Murillo.

Al contestar la demanda presentada por la señora Murillo Cardona y la intervención ad excludendum formulada por el padre del causante, la sociedad accionada se opuso a la pretensiones por considerar que los demandantes no era dependientes económicos del afiliado, ya que según la investigación familiar preliminar realizada en la etapa administrativa, se evidenció que era el señor José Albeiro Montoya Díaz quien sostenía económicamente el hogar, conformado por el occiso y sus progenitores.

Como medios probatorios, entre otros, la entidad demandada solicitó que se librarán comunicaciones con destino a la DIAN y a la oficina de Instrumentos Públicos de Pereira para que éstas entidades aportaran certificaciones donde se informara del patrimonio, rentas e ingresos anuales de los supuestos beneficiarios, así como de los bienes que pudieran encontrarse registrados a su nombre en ésta última entidad.

Instalada la audiencia de que trata el artículo 77 del CPT y SS, luego de evacuadas las etapa previas, la juez de primer grado al momento del decreto de pruebas, con base en lo establecido en el artículo 173 del Código General del Proceso, negó la solicitud probatoria consistente en oficiar a la DIAN  y a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos en los términos solicitados, toda vez que no obraba en el plenario prueba sumaria de que la información fue solicitada previamente por Porvenir S.A. a través del derecho de petición y éste no fue atendido oportunamente.

Inconforme con lo decidido, el fondo interpuso recurso de apelación indicando que los términos previstos en la legislación laboral para dar respuesta a la acción resultan ser muy breves y en ese sentido la aplicación del artículo 173 del CGP, si bien debe ser estricta para la parte actora, no es lo mismo respecto a la llamada a juicio, pues de exigirle el cumplimento de tal carga le estaría vulnerado el derecho de contradicción y defensa, al paso que le dejan sin la posibilidad de demostrar que, en el presente asunto, los demandantes no tiene la calidad de beneficiarios de la pensión causada con la muerte del señor Julián David Montoya Murillo.

Concedido el recurso en el efecto devolutivo, de conformidad con lo previsto en el artículo 65 del C.P.T. y de la S.S, procede la Sala a resolver lo pertinente.
En este estado se corre traslado a los asistentes para que presenten sus alegatos.
CONSIDERACIONES

Para resolver el problema jurídico que se plantea dentro del presente ordinario laboral, esto es, si en virtud al término previsto en el artículo 74 del Código de Procedimiento Laboral, debe ser menos drástico el juez laboral a hora de dar aplicación a lo dispuesto en el artículo 173 del Código General del Proceso.

1. DE LAS OPORTUNIDADES PROBATORIAS
Dispone el artículo 13 del Código General del Proceso que “Las normas procesales son de orden público y, por consiguiente, de obligatorio cumplimiento y en ningún caso podrán ser derogadas, modificadas o sustituidas por los funcionarios o particulares, salvo autorización expresa en la Ley”.

Es claro entonces, que las normas que regulan los diversos procedimientos deben ser rigurosamente observadas tanto por las partes como por los funcionarios judiciales, lo cual implica, indefectiblemente, la observancia del debido proceso como una garantía para los sujetos procesales. 

Es así que el artículo 173 del Código General del Proceso impone la carga a las partes de respetar y cumplir con las oportunidades y el trámite previamente determinados para solicitar pruebas, con independencia de que los términos procesales conferido para tal fin, les resulte escaso.  Dice la citada norma: 

“Para que sean apreciadas por el juez las pruebas deberán solicitarse, practicarse e incorporarse al proceso dentro de los términos y oportunidades señaladas para ello en este Código

(…) El juez se abstendrá de ordenar la práctica de las pruebas que, directamente o por medio de derecho de petición, hubiera podido conseguir la parte que las solicite, salvo cuando la petición no hubiese sido atendida, que lo que deberá acreditarse sumariamente”

De acuerdo con la norma en cita, resulta notorio que su finalidad es lograr la efectiva celeridad y económia procesal dentro del proceso oral, concentrando la etapa probatoria de manera tal que al momento del decreto de pruebas, sólo sean solicitadas aquéllas que las partes estuvieron en la imposibilidad de aportar de manera anticipada.

Es más, para afianzar tal objetivo, se buscó que quedara expresamente consagrado en el Código General del Proceso, como un deber de las partes y sus apoderados “Abstenerse de solicitar al Juez la consecución de documentos que directamente o por medio del ejercicio del derecho de petición hubiera podido conseguir” –artículo 78, numeral 10º-.  

En armonía con lo anterior, también el artículo 43 numeral 5º de la misma obra, señala como uno de los poderes de ordenación e instrucción de los operadores judiciales, el de exigir a las autoridades o a los particulares la información solicitada por el interesado y no haya sido suministrada oportunamente.

Cómo puede verse, en cada una de las disposiciones citadas el interesado tiene la carga probatoria de aportar, en su debida oportunidad, los documentos e informes que pueda obtener sin la mediación judicial y el juez a su vez tiene el deber de decretar y practicar sólo aquéllas pruebas que las partes no se encuentran en la capacidad de presentar, bien sea porque i) no fue atendida la solicitud con la que se buscaba obtenerlas por parte de las autoridades o de los particulares, ii) no fue suministrada a tiempo o, iii) le fue negada.   

Ahora bien, no sobra indicar que el artículo 275 ibídem, establece la procedencia de solicitar, a petición de parte o de oficio, informes a entidades públicas o privadas; sin embargo, tal posibilidad se debe armonizar lo establecido en las normas previamente citada, pues como se indicó en el citado artículo 43, lo jueces no están llamados a exigir la información que no haya sido previamente solicitada por las partes, es más, el mismo artículo, esto es el 275, hace referencia a la facultad que otorga la ley a las partes para solicitar directamente, ante cualquier entidad públicas o privada, esos informes, expresando que tienen como objeto servir de prueba en un proceso judicial en curso o por iniciarse.  

Como puede observarse, nuevamente la legislación procesal, carga a las partes la obligación de obtener por sí mismas las pruebas, en este caso documentales, llámese informes, certificaciones o constancias, como se indicó en reciente providencia dentro el proceso ordinario laboral promovido por María Carmenza Tabares Restrepo contra Colpensiones y otras, radicado con el número 001-2016-00206-01, en donde la Sala de Decisión No 1º precisó: “De manera que efectivamente la solicitud al juez para que oficie a una entidad no es una prueba sino el medio para obtener la prueba documental que será finalmente la certificación, informe u oficio que se allegue al proceso”.

Sobre el tema en particular, López Blanco, al comentar ésta disposición en su obra Código General del Proceso –Pruebas-, indicó que ésta era necesaria para “que se pueda cumplir con uno de los objetivos centrales del nueve CGP cual es el de que las partes traten de obtener la mayor cantidad de pruebas para acompañar la demanda y su contestación”, precisando además que para decretar la prueba de informe, se hace necesario acreditar “que lo que se pretende obtener no le haya sido posible al solicitante lograrlo”.

No obstante lo anterior, no puede perderse de vista, el hecho de que las disposiciones antes citadas fueron establecidas para regular la generalidad de procesos que existen en nuestro ordenamiento jurídico, siempre y cuando cada especialidad no reglamente de manera clara y expresa el respectivo procedimiento y en ese sentido es propio indicar que aun cuando es claro el objetivo del CGP, en materia laboral, tratándose del demandado, en algunas oportunidades no será posible atenderlo, pues tan sólo se cuenta con el término de 10 días para dar respuesta a la demanda, termino igual al consagrado en el artículo 1º de la ley estatutaria 1755 de 2015 para dar respuesta a los derechos de petición que versen sobre  documentos e información, el cual se pueden extender por 3 días más y tratándose de derechos de petición simples, se cuentan con un término aún más amplio que es de 15 días.

Cómo puede verse, en cada caso deberá el juez laboral analizar la oportunidad que tuvo la parte demandada para obtener la prueba, así como establecer los medios con los cuales cuenta para ello, pues no puede perderse de vista que la información o los documentos que pueden ser obtenidos de manera inmediata y automática a través de una página web por ejemplo, no puede tener el mismo trato que los informes y documentos que necesariamente deben ser requeridos a las autoridades o particulares y en los cuales las entidades cuentan con el término de 15 o 10 días para atender la petición. 

Adicionalmente debe añadirse que todo lo dicho no se opone a la facultad que en todo caso le asiste al juez para decretar pruebas de oficio.
2. DEL CASO CONCRETO

En el presente asunto, el procurador judicial de la parte demanda se duele de la negativa del juzgado de decretar las pruebas documentales solicitada con la contestación de la demanda, consistente en la librar oficios con destino a la DIAN y  a la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos con el fin de que certifiquen respecto a los ingresos, patrimonio y bienes de la señora María del Carmen Murillo Cardona, por considerar que el término de 10 días previsto en el artículo 74 CPT y SS, no resulta suficiente para gestionar tales pruebas a través de ejercicio del derecho de petición y en ese sentido, estima la a quo debió, en aras de garantizar el ejercicio del derecho de contradicción que le asiste, ser menos estricta al momento de negar el decreto de dichas pruebas. 

Para resolver el problema jurídico planteado, basta indicar que el hecho de que la parte accionada considere que el término de traslado para contestar la demanda es muy breve, tal apreciación no la releva de la obligación de presentar al despacho las pruebas que está en capacidad de conseguir a través del derecho de petición, tal como lo dispone el artículo 173 del Código General de Proceso, pues como se dijo con antelación las normas procesales son de obligatorio cumplimiento.

Ahora, si bien el término de traslado en materia laboral no es muy amplio y en cada caso debe analizarse la posibilidad que tuvo la parte de obtener por sí sola la prueba, lo cierto es que los datos que requiere Porvenir S.A. de la Oficina de Registro de Instrumentos Públicos, podían ser obtenidos directamente y en forma expedita de la entidad, acercándose directamente a la entidad e incluso por medio de su página web.

Así las cosas, al no existir excusa para que Porvenir S.A. allegara la certificación que requería, respecto a los bienes que podrían estar en cabeza de los señores María del Carmen Murillo Cardona y Jorge Albeiro Montoya Díaz, o que por lo menos acreditara sumariamente que no puedo obtenerla, acertada estuvo la decisión de primer grado, respecto a la negativa de decretar ésta prueba.

Lo anterior no riñe con lo resuelto por la Sala de Decisión No 1º de esta Corporación, el pasado 29 de septiembre de 2017 dentro el proceso ordinario laboral promovido por María Carmenza Tabares Restrepo contra Colpensiones y otras, radicado con el número 001-2016-00206-01, donde se indicó que la petición que se haga al operador judicial para que libre oficios con destino a terceros para que brinden información o expidan certificaciones no se encuentra proscrita dentro del ordenamiento jurídico, por cuanto el análisis que aquí se hace, consiste en señalar que el juez está llamado a decretar y librar los oficios solicitados por las partes cuando se cumplan con los presupuestos establecidos en el inciso 2º del artículo 173 del CPG.  
Ahora, la afirmación contenida en el citado precedente, consistente en que el mero trámite que se realice ante las entidades de las que se requiere información o certificaciones no constituye un requisito previo para solicitarle al juez laboral que se les oficie en orden a obtener la prueba, se recoge en cuanto a los integrantes de esta Sala de Decisión, conforme lo anotado en la parte considerativa de la presente providencia, con la precisión consistente en que en cada caso concreto se debe hacer un análisis cuidadoso de la real posibilidad que se haya tenido de obtener directamente la prueba.
En lo que atañe a la prueba documental que pretendía la entidad accionada obtener de la DIAN, relacionada con que se certificara la calidad de declarante de renta y complementario de los supuestos beneficiarios de la pensión de sobrevivientes que aquí se reclama, esta es una información que no tiene el carácter de pública y por tanto debe ser obtenida a través de los funcionarios judiciales, por lo tanto, estaba llamado el juzgado a decretar la prueba en esos términos.

Respecto al monto del patrimonio, rentas y/o ingresos de estos mismos sujetos, se tiene que, de acuerdo con lo establecido en el 583 del Estatuto Tributario, estos datos tienen el carácter de información reservada a la que sólo puede acceder el juez penal y en materia laboral, según las voces del artículo 587 ibídem, la DIAN “podrá levantar la reserva de las declaraciones de impuestos sobre la renta y complementarios, únicamente en relación con los pagos laborales objeto del aporte, para efectuar cruces de información con el Instituto de Seguros Sociales, I.S.S., el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar, I.C.B.F., el Servicio Nacional de Aprendizaje, SENA, y las respectivas cajas de compensación familiar, (…)”.  

En el anterior orden de ideas, aun cuando no tenía la parte accionada la posibilidad de obtener esta información en ejercicio del derecho de petición, tampoco el juez laboral estaba facultado para solicitarla, por lo que inútil resultaría decretarla.

En el anterior orden de ideas, se revocará parcialmente el auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito el 27 de julio de 2017, en orden a decretar la prueba consistente en oficiar a la DIAN para que certifique si los señores María del Carmen Murillo Cardona y Jorge Albeiro Montoya Díaz tienen la calidad de declarantes del impuesto a la renta y complementarios.
Sin costas al prosperar parcialmente el recurso
En mérito de lo expuesto, la Sala de Decisión Laboral Nº 2 del Tribunal Superior de Pereira, 

RESUELVE

PRIMERO. REVOCAR PARCIALMENTE  el auto proferido por el Juzgado Segundo Laboral del Circuito de Pereira, el día 27 de julio de 2017.

SEGUNDO. DECRETAR COMO PRUEBA que se libre oficio con destino a la Dirección de Impuestos y Aduanas Nacionales para que ésta entidad certifique si los señores María del Carmen Murillo Cardona y Jorge Albeiro Montoya Díaz tienen la calidad de declarantes del impuesto a la renta y complementarios.
TERCERO. CONFIRMAR  en todo lo demás la providencia recurrida.
Notificación surtida en estrados.

No siendo otro el objeto de la presente audiencia se levanta y firma esta acta por las personas que en ella intervinieron.

Quienes Integran la Sala,

JULIO CÉSAR SALAZAR MUÑOZ

Ponente

FRANCISCO JAVIER TAMAYO TABARES      OLGA LUCIA HOYOS SEPULVEDA 

                Salva parcialmente el voto                                                                           
ALONSO GAVIRIA OCAMPO

Secretario
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